El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.
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Asunto 

                     Sentencia de 25 de julio de 2018

Radicación Nro.

        66001-31-05-001-2014-00564-02

Proceso

 
        Ordinario Laboral

Demandante:

        Julio César Pérez Gutiérrez 

Demandados:

        ARL Sura y otros

Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
        Juzgado Primero Laboral del Circuito
Temas: 

NULIDAD DE DICTAMEN DE JUNTA DE INVALIDEZ / INASISTENCIA DEL DEMANDANTE A INTERROGATORIO DE PARTE / CONFESIÓN PRESUNTA / INCUMPLIMIENTO DE GESTIONES PARA PRÁCTICA DE DICTAMEN DE PCL / CONFIRMA / NIEGA 

En la audiencia de trámite y juzgamiento prevista en el artículo 80 del C.P.T. y de la S.S., la falladora de primera instancia llamó a estrados al señor Julio César Pérez Gutiérrez con el fin de practicar el interrogatorio de parte que fue decretado como prueba en la audiencia de que trata el artículo 77 ibídem, la cual fue solicitada por la ARL Suramericana S.A.., no obstante, al advertir que él no había comparecido no tuvo otro camino que aplicarle las sanciones procesales correspondientes, que para el caso no era otra diferente a la de presumir ciertos los hechos susceptibles de prueba de confesión contenidos en las excepciones de mérito planteadas por la ARL como lo dispone el artículo 205 del C.G.P., consistentes en otorgarles presunción de legalidad a los dictámenes de pérdida de  capacidad laboral emitidos por las Juntas de Calificación de Invalidez respecto a las secuelas que se pudieron producir respecto al evento presentado el 27 de enero de 2011, los cuales son objeto de controversia por parte del demandante…
(…)
En la audiencia de que trata el artículo 77 del C.P.T. y de la S.S., más exactamente en la fase atinente al decreto de pruebas, la a quo accedió a ese pedido, ordenando la valoración del actor ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas, sin embargo, ante el recurso de reposición interpuesto por la ARL Suramericana S.A., decidió ordenar la remisión ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, en una Sala diferente a la que ya tuvo la oportunidad de valorarlo.
(…)

Finalmente al persistir ese silencio y por ende la ausencia total de interés para que se llevase a cabo la práctica de la prueba pericial por parte del señor Julio César Pérez Gutiérrez y por ende la emisión de un nuevo dictamen de pérdida de la capacidad laboral en el que se determinará cuáles fueron las posibles consecuencias que generó el evento ocurrido el 27 de enero de 2011, el Juzgado Primero Laboral del Circuito por medio de auto de 18 de enero de 2018 –fl.365- determinó que no había justificación para continuar dilatando el proceso y en consecuencia decidió no llevar a cabo la práctica de la prueba ante la renuencia de la parte interesada; decisión que no fue objeto de controversia por ninguna de las partes, quedando debidamente ejecutoriada.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veinticinco de julio de dos mil diecisiete, siendo las diez y quince de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 8 de febrero de 2018, dentro del proceso que promueve el señor JULIO CÉSAR PÉREZ GUTIÉRREZ en contra de las JUNTAS REGIONAL Y NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ y la ARL SURA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2014-00564-02.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES
Pretende el señor Julio César Pérez Gutiérrez que la justicia laboral: i) Ordene la emisión de un nuevo dictamen de PCL por parte de un auxiliar de la justicia, universidad, entidad u organismo competente, que no sea una Junta Regional de Calificación de Invalidez, para que determine el grado de invalidez que produjo el evento de 27 de enero de 2011, y ii) Que declare la nulidad de los dictámenes expedidos por las entidades accionadas.

Con base en ello, aspira que se condene solidariamente a los entes demandados a reconocer y pagar las prestaciones económicas a que haya lugar, los perjuicios morales en cuantía equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes y el lucro cesante desde el 3 de octubre de 2011 y el día en que se reconozca la pensión de invalidez o la correspondiente indemnización.
Refiere que: El 27 de enero de 2011, después de llevar trabajando desde el 4 de diciembre de 2007 a órdenes de la empresa DHL Express, sufrió un problema de salud que surgió de levantar 160 kilogramos de una carga que debió transportar desde Pereira hasta Calarcá, sintiendo calambre y hormigueo en sus piernas, que posteriormente se fueron entumeciendo, lo que llevó a que la IPS Saludcoop lo atendiera y levantara el respectivo reporte médico; el día siguiente, ante la persistencia del dolor, fue atendido por urgencias, siendo atendido y formulándosele analgésicos y antiinflamatorios; el 16 de febrero de 2011 se le practicó electromiografía en la que se observaron alteraciones de tipo neuropático discretas que afectan los músculos paraespinales lumbares en los del MII innervados por la raíz L5 y aumento de potenciales de acción de unidad motora polifásicos; la lesión ocasionó que le fueran prescritas incapacidades que se prolongaron entre el 27 de enero de 2011 y el 14 de agosto de 2011 y 19 de agosto al 20 de septiembre de la misma anualidad, siendo despedido el 3 de octubre siguiente; el 7 de julio y 8 de agosto de 2011 el neurólogo John Darwin Ramírez manifestó que persistían secuelas sensitivas motoras y de esfínteres y ordenó realizar varios exámenes que no fueron practicados por negativa de la ARL; en los periodos de incapacidad se le practicaron 35 terapias para disminuir y controlar el dolor, recuperar la movilidad y estabilidad al caminar, pero tales objetivos no se cumplieron; la ARL Sura emitió dictamen el 15 de septiembre de 2011 en el que determinó que no tenía grado alguno de PCL, decisión que fue confirmada por las Juntas Regional y Nacional de Calificación de Invalidez, sin que se le hiciera valoración personal.

En una valoración particular llevada a cabo el 28 de junio de 2012, el médico especialista en salud ocupacional Juan Carlos Ángel Henao certificó que tenía una PCL del 49.4%, al diagnosticarle síndrome motoneuronal inferior y superior, lesión a la altura L5 H2, la cual se estructuró el 27 de enero de 2011; DHL Express lo despidió sin justa causa el 3 de octubre de 2011, lo que llevó a que presentara acción de tutela al considerar que se encontraba en estado de debilidad manifiesta, la cual fue resuelta negativamente por el Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de Pereira, decisión que fue confirmada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira; los errados dictámenes emitidos por las entidades demandadas han derivado en perjuicios morales, materiales y daño a la vida de relación.

Al contestar la demanda –fls.123 a 131- la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda manifestó que las experticias emitidas por las entidades accionadas se encuentran ajustadas a la Ley, por cuanto fueron decisiones adoptadas conforma a los documentos y valoraciones médicas hechas al señor Julio César Pérez Gutiérrez, sin que obre prueba que permita declara la nulidad de los mismos. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Legalidad de la calificación” y “Ausencia de error grave”.

Por su parte, la ARL Sura al dar respuesta al libelo introductorio –fls.158 a 175- sostuvo que la demanda no plantea sustento jurídico ni técnico que permita desvirtuar las conclusiones de los dictámenes emitidos por las Juntas de Calificación de Invalidez, ello sin contar con que los mismos gozan de presunción de legalidad. Se opuso a las pretensiones y planteó las excepciones de mérito que denominó “Presunción de legalidad de los dictámenes que calificaron al demandante”, “Falta de legitimación en la causa por pasiva respecto de Riesgos Laborales Suramericana S.A. pues no profirió la calificación atacada por la parte demandante”, “Inexistencia de nexo causal entre la actuación de Seguros de Riesgos Laborales Suramericana S.A. y los perjuicios reclamados por el demandante”, “Inexistencia de obligación de pago de cualquier prestación económica a cargo de Seguros de Riesgos Laborales”, “Inexistencia de obligación de pago de cualquier prestación económica a cargo de Seguros de Riesgos Laborales Suramericana S.A. por corresponder el estado del demandante a una enfermedad de origen común no relacionada con el accidente de trabajo acaecido el 27 de enero de 2011”, “Buena fe”, “Prescripción”, “Compensación” y “Ecuménica”.

La Junta Nacional de Calificación de Invalidez al responder la demanda –fls.179 a 202- sostuvo que el accidente de trabajo que se presentó el 27 de enero de 2011 no produjo en el señor Pérez Gutiérrez secuelas calificables, por lo que los dictámenes emitidos se encuentran ajustados a derecho. Se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones de “Legalidad de la calificación dada por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez”, “Improcedencia del petitum: Inexistencia de prueba idónea para controvertir el dictamen – carga de la prueba a cargo del contradictor”, “Necesidad de iniciar un proceso independiente para determinar la profesionalidad de la enfermedad”, “Improcedencia de las pretensiones respecto a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez – Competencia del Juez Laboral”, “Falta de legitimación por pasiva: Inexistencia de obligación e inexistencia de prueba frente al perjuicio que se pretende”, “Falta de requisitos para formular solicitud de condena de carácter pecuniario”, “Buena fe de la parte demandada” y “Genérica”.

En la audiencia de que trata el artículo 80 del C.P.T. y de la S.S. la falladora de primera instancia llamó a estrados al señor Julio César Pérez Gutiérrez con el fin de que respondiera el interrogatorio de parte solicitado por la ARL Sura, sin embargo, el demandante no se hizo presente al mismo, motivo que llevó a la a quo a tener por demostrados los hechos susceptibles de confesión que se encuentran inmersos en la contestación de la demanda.
En sentencia de 8 de febrero de 2018, la funcionaria de primer grado después de tener por cierto que los dictámenes emitidos por las Juntas de Calificación de Invalidez se presumen legales al habérsele aplicado al demandante la sanción prevista en el artículo 205 del C.G.P., sin que tales situaciones hubieren sido desvirtuadas en el proceso, pues además de no asistir al interrogatorio de parte, el señor Julio César Pérez Gutiérrez fue renuente a realizar las diligencias necesarias para que se practicara la prueba pericial consistente en una nueva evaluación por parte de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en una sala diferente a la que ya lo calificó, lo que la llevó a concluir que el grado de PCL definido en esas calificaciones en cero (0) no puede ser modificado.
Por las razones expuestas negó la totalidad de las pretensiones.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado la decisión completamente desfavorable a la parte actora se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:

¿Hay lugar a declarar la nulidad parcial de los dictamen emitido por las Juntas de Calificación de Invalidez accionadas, en los que se determinó que el evento acaecido el 27 de enero de 2011 no generó pérdida de la capacidad laboral en el señor Julio César Pérez Gutiérrez?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
1. CONFESIÓN PRESUNTA

El artículo 205 del C.G.P., aplicable en materia laboral por remisión del artículo 145 del C.P.T. y de la S.S., señala que en los eventos en que algunas de las partes, sin justificación, deje de asistir al interrogatorio de parte al que sea convocado, le genera a  título de sanción, la presunción de certeza de los hechos susceptibles de confesión sobre los cuales versen las preguntas asertivas admisibles contenidas en el interrogatorio escrito o en su defecto, la misma presunción se deducirá, respecto de los hechos susceptibles de prueba de confesión contenidos en la demanda y en las excepciones de mérito o en sus contestaciones, cuando no habiendo interrogatorio escrito el citado no comparezca.  

2. EL DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ COMO PRUEBA DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL

El artículo 41 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 52 de la Ley 962 de 2005, dispone un procedimiento especial para la calificación del estado de invalidez y asigna esta competencia a un conjunto de entidades determinadas, dentro de las que se destacan las Juntas de Calificación de Invalidez.  

Según las voces del Decreto 2463 de 2001, las juntas de Calificación de Invalidez son organismos privados de origen legal, conformados por un grupo de profesionales interdisciplinarios, cuya competencia legal es valorar y conceptuar, con criterios técnicos y científicos, sobre el origen, grado y fecha de estructuración, del estado de pérdida de la capacidad laboral, entre otras, de las personas que se encuentran vinculadas al Sistema de Seguridad Social Integral.

Estos organismos se encuentran jerarquizados para el cumplimiento de su actividad, existiendo por un lado, a nivel territorial, las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez, que determinan la PCL de la persona en primera instancia, y por otro, un ente de carácter central y unificador de los criterios dados por éstas, denominado Junta Nacional de Calificación de Invalidez, que tiene competencia en segunda instancia para conocer y resolver las controversias planteadas contra aquellos dictámenes. 

EL CASO CONCRETO
En la audiencia de trámite y juzgamiento prevista en el artículo 80 del C.P.T. y de la S.S., la falladora de primera instancia llamó a estrados al señor Julio César Pérez Gutiérrez con el fin de practicar el interrogatorio de parte que fue decretado como prueba en la audiencia de que trata el artículo 77 ibídem, la cual fue solicitada por la ARL Suramericana S.A.., no obstante, al advertir que él no había comparecido no tuvo otro camino que aplicarle las sanciones procesales correspondientes, que para el caso no era otra diferente a la de presumir ciertos los hechos susceptibles de prueba de confesión contenidos en las excepciones de mérito planteadas por la ARL como lo dispone el artículo 205 del C.G.P., consistentes en otorgarles presunción de legalidad a los dictámenes de pérdida de  capacidad laboral emitidos por las Juntas de Calificación de Invalidez respecto a las secuelas que se pudieron producir respecto al evento presentado el 27 de enero de 2011, los cuales son objeto de controversia por parte del demandante Julio César Pérez Gutiérrez, siendo del caso recordar, que este tipo de presunciones admiten prueba en contrario.

En este contexto, le correspondía entonces a la parte actora acreditar que los dictámenes emitidos el 19 de octubre de 2011 y el 24 de mayo de 2012 –fls.54 a 59- en los que las Juntas accionadas establecen que el evento ocurrido el 27 de enero de 2011 no generó pérdida de la capacidad laboral en el paciente Pérez Gutiérrez y por ende fijan un 0% de PCL, incurrieron en error grave.
Con ese objeto, la parte actora solicitó en la demanda –fls.2 a 22- que con base en la historia clínica del demandante y una nueva valoración física, se ordenara a una entidad especializada a emitir dictamen en el que fijase cual es el grado de PCL que generó el esfuerzo laboral realizado el 27 de enero de 2011 cuando se encontraba desempeñando labores como trabajador de la empresa DHL Express.

En la audiencia de que trata el artículo 77 del C.P.T. y de la S.S., más exactamente en la fase atinente al decreto de pruebas, la a quo accedió a ese pedido, ordenando la valoración del actor ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas, sin embargo, ante el recurso de reposición interpuesto por la ARL Suramericana S.A., decidió ordenar la remisión ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, en una Sala diferente a la que ya tuvo la oportunidad de valorarlo.

Inconforme con esa decisión, la parte accionante interpuso recurso de apelación solicitando que no fuera esa entidad la encargada de realizar ese nuevo dictamen, sino que fuera una tercera que no haya conocido del caso, como por ejemplo una Universidad o el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, no obstante, esta Sala de Decisión en auto de 8 de marzo de 2016 confirmó la decisión de la falladora de primer grado, al advertir que conforme a lo previsto en el Decreto 1352 de 2013, es procedente que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en una de las Salas que no ha conocido el caso, pueda realizar la experticia que en este caso se busca, en aras de determinar si el evento de 27 de enero de 2011 produjo secuelas en el demandante que permitan concluir que los dictámenes objeto de controversia incurrieron en error grave, decisión que quedó debidamente ejecutoriada.

Por medio de auto de 4 de julio de 2017 –fl.363- el Juzgado de Conocimiento requirió a la apoderada judicial de la parte actora con el fin de que informara sobre las gestiones adelantadas con el objeto de practicar la prueba pericial, situación que reiteró por medio de auto de 19 de agosto de 2017 –fl.364- ante el silencio adoptado por la parte interesada en la práctica de la prueba. 
Finalmente al persistir ese silencio y por ende la ausencia total de interés para que se llevase a cabo la práctica de la prueba pericial por parte del señor Julio César Pérez Gutiérrez y por ende la emisión de un nuevo dictamen de pérdida de la capacidad laboral en el que se determinará cuáles fueron las posibles consecuencias que generó el evento ocurrido el 27 de enero de 2011, el Juzgado Primero Laboral del Circuito por medio de auto de 18 de enero de 2018 –fl.365- determinó que no había justificación para continuar dilatando el proceso y en consecuencia decidió no llevar a cabo la práctica de la prueba ante la renuencia de la parte interesada; decisión que no fue objeto de controversia por ninguna de las partes, quedando debidamente ejecutoriada.
Así las cosas, al no existir prueba idónea en el plenario que pueda controvertir los dictámenes demandados en lo concerniente al grado de PCL que pudo ocasionarle al señor Julio César Pérez Gutiérrez el evento de 27 de enero de 2011, como lo pregona el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013, al no haberse podido practicar la prueba pericial ordenada en sede de primera instancia ante la renuencia y la falta de interés del propio demandante, necesario resulta concluir que esas experticias gozan de presunción de legalidad y en consecuencia el suceso laboral que se produjo el 27 de enero de 2011 no le generó al accionante secuelas de origen profesional, por lo que el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral en ese aspecto es igual a cero (0), siendo del caso advertir que ello no indica que el actor no pueda tener otras patologías que le generen algún grado de pérdida de la capacidad laboral, pues lo que se estudió en esos dictámenes, se itera, fue la factibilidad de que el evento del 27 de enero de 2011 le hubiere producido alguna mengua. 
En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 8 de febrero de 2018.

Costas en esta instancia no se causaron.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE
CONFIRMAR la sentencia que por consulta se ha conocido.
Sin costas en esta sede.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES          ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
                                                                                                    Impedida
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
9

